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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
FONDO ROTATORIO DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES ‒ Naturaleza jurídica ‒ Unidad administrativa especial ‒ Entidad estatal ‒ Ámbito de aplicación del Estatuto General de Contratación

El Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores es una unidad administrativa especial del orden nacional, con personería jurídica y patrimonio propio, adscrita al Ministerio de Relaciones Exteriores, conforme al artículo 1 del Decreto Ley 20 de 1992. El literal b) del numeral 1 del artículo 2 de la Ley 80 de 1993 incluye a las unidades administrativas especiales dentro de las entidades estatales. En consecuencia, la regla general es la aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y la excepción requiere una disposición legal vigente que la establezca.

RÉGIMEN CONTRACTUAL EXCEPCIONAL ‒ Fuente legal ‒ Normas anteriores a la Ley 80 de 1993 ‒ Derogatoria ‒ Criterios de la Ley 153 de 1887

Una entidad estatal solo cuenta con un régimen contractual excepcional al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública cuando una disposición legal vigente así lo establece, de conformidad con el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. Cuando el sometimiento de una entidad al derecho privado proviene de una norma anterior a la Ley 80 de 1993, corresponde analizar si dicha disposición conserva su vigencia a la luz de los criterios del artículo 3 de la Ley 153 de 1887. Existen elementos normativos relevantes para sostener que una disposición de esta naturaleza no conserva su vigencia, pues la Ley 80 de 1993 fue expedida como estatuto general de contratación de las entidades estatales, incluyó expresamente a las unidades administrativas especiales, ordenó adecuar a sus disposiciones los estatutos de las entidades estatales y derogó las normas que le fueran contrarias. La determinación concreta del régimen aplicable a una entidad corresponde a la propia entidad y, en caso de controversia, a las autoridades judiciales.

ENTIDADES SOMETIDAS AL ESTATUTO GENERAL DE CONTRATACIÓN ‒ Aplicación en todas las etapas ‒ Normas civiles y comerciales ‒ Contratos celebrados o ejecutados en el exterior

Las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública aplican la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y las demás normas que lo integran en todas las etapas de la actividad contractual: planeación, selección del contratista, celebración, ejecución, modificación, terminación y liquidación. Conforme al artículo 13 de la Ley 80 de 1993, las disposiciones civiles y comerciales rigen en las materias que el estatuto no regula de manera especial, y determinados contratos celebrados o ejecutados en el exterior pueden someterse a la ley extranjera. Tales reglas hacen parte del propio estatuto y no constituyen, por sí mismas, un régimen contractual excepcional.

ENTIDADES CON RÉGIMEN EXCEPTUADO ‒ Normas de derecho público aplicables ‒ Principios de la función administrativa y de la gestión fiscal ‒ Inhabilidades e incompatibilidades ‒ Publicidad en el SECOP II

Las entidades estatales que cuentan con un régimen contractual excepcional establecido por una disposición legal vigente no se desligan del derecho público. El artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 les exige observar los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, las somete al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la contratación estatal y, desde la Ley 2195 de 2022, les impone publicar su actividad contractual en el SECOP II. Sus manuales o reglamentos internos de contratación no constituyen una fuente autónoma de regulación contractual y no pueden regular materias reservadas a la ley.



Bogotá D.C., 19 de octubre de 2026 
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	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_09_08_011948




Estimada señora De León:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su petición del 7 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“Me permito respetuosamente elevar la presente consulta, relacionada con el régimen jurídico contractual aplicable al Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores, teniendo en cuenta lo siguiente:
Que el artículo 6 del Decreto 20 de 1992 dispone que los actos y contratos que celebre el Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores se regirán por las normas del derecho privado; que posteriormente fue expedida la Ley 80 de 1993, cuyo artículo 2.º incluye dentro del concepto de entidades estatales a las unidades administrativas especiales; que el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 reconoce la existencia de entidades estatales sometidas a regímenes contractuales excepcionales al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y determina las reglas y principios que les resultan aplicables; y considerando lo señalado por la Sala de Consulta y Servicio Civil en el Concepto 1578 del 18 de junio de 2004 respecto del Ministerio de Relaciones Exteriores y su Fondo Rotatorio, se formulan las siguientes preguntas:

1. ¿Se encuentra vigente el régimen contractual especial previsto en el artículo 6 del Decreto 20 de 1992 para el Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores y, en consecuencia, constituye este Fondo una entidad estatal sometida a un régimen contractual excepcional al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, cuyos actos y contratos se rigen, como regla general, por el derecho privado?

2. En caso afirmativo, ¿cuál es el alcance actual de dicho régimen especial frente a las disposiciones de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y sus normas reglamentarias, particularmente en lo relacionado con los procedimientos de selección de contratistas, la formación, celebración, ejecución, modificación, terminación y liquidación de los contratos?

3. ¿Cómo debe interpretarse actualmente el Concepto 1578 del 18 de junio de 2004 de la Sala de Consulta y Servicio Civil, cuando señaló que el régimen de contratación estatal definido en la Ley 80 de 1993 resultaba aplicable al Fondo Rotatorio y que su contratación se regía por las disposiciones de dicho estatuto: como una afirmación acerca del régimen integral de contratación aplicable al Fondo Rotatorio o como una consideración efectuada específicamente para determinar la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto en los artículos 8.º y 9.º de la Ley 80 de 1993, que constituía el objeto de aquella consulta?

4. ¿Qué disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública resultan, no obstante el régimen especial del Fondo Rotatorio, imperativamente aplicables a su actividad contractual, en particular las relacionadas con los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, la publicidad de la actividad contractual, la gestión fiscal y las demás normas de orden público aplicables a las entidades estatales con régimen contractual excepcional?

5. En consecuencia, ¿cuál es, en la actualidad, el régimen jurídico integral aplicable a la actividad contractual del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores y cuáles son las normas de derecho público y de derecho privado que deben observarse en las distintas etapas de su actividad contractual?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: i) ¿Conserva su vigencia el régimen contractual de derecho privado que una norma anterior a la Ley 80 de 1993 asignó a una unidad administrativa especial, aunque este estatuto incluya a dichas unidades dentro de su ámbito de aplicación?, en otras palabras, ¿Se encuentra vigente el régimen contractual especial previsto en el artículo 6 del Decreto 20 de 1992 para el Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores y cuál es su alcance frente al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública?; ii) ¿Cuál es el alcance interpretativo del Concepto 1578 de 2004 de la Sala de Consulta y Servicio Civil respecto del régimen contractual aplicable al Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores? y; iii) ¿Qué disposiciones constitucionales y legales de derecho público resultan aplicables a la actividad contractual del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores y cómo se articulan con el régimen de derecho privado previsto en el artículo 6 del Decreto 20 de 1992?

2. Respuesta:

	En atención al problema jurídico planteado, es necesario precisar que una entidad estatal solo cuenta con un régimen contractual excepcional al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública cuando una disposición legal vigente así lo establece, de conformidad con el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. En consecuencia, cuando el sometimiento de una entidad al derecho privado proviene de una norma anterior a la Ley 80 de 1993, corresponde analizar si dicha disposición conserva su vigencia frente al estatuto general de contratación.
(i) En criterio de esta Agencia, una disposición anterior a la Ley 80 de 1993 que somete de manera general al derecho privado la contratación de una entidad comprendida dentro del ámbito de aplicación del artículo 2 de dicho estatuto, como ocurre con las unidades administrativas especiales, plantea una tensión interpretativa frente al régimen general de contratación estatal. A la luz de los criterios previstos en el artículo 3 de la Ley 153 de 1887, existen elementos normativos relevantes para sostener que una disposición de esta naturaleza no conserva su vigencia cuando la ley posterior regula integralmente la materia y resultan incompatibles ambas regulaciones.
En este sentido, la Ley 80 de 1993 fue expedida como estatuto general de contratación de las entidades estatales, incluyó expresamente a las unidades administrativas especiales dentro de su ámbito de aplicación, ordenó la adecuación de los estatutos de las entidades estatales a sus disposiciones y derogó el Decreto Ley 222 de 1983, así como las demás normas que le fueran contrarias. Asimismo, resulta relevante considerar que cuando el legislador ha estimado necesario autorizar expresamente la inaplicación de la Ley 80 de 1993 para determinados contratos o circunstancias excepcionales, tal habilitación constituye un elemento interpretativo indicativo de la aplicación ordinaria del estatuto.
(ii) Bajo esa interpretación, la entidad correspondiente deberá sujetar su actividad contractual a las disposiciones de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y las demás normas que integran el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Lo anterior comprende todas las etapas de la actividad contractual, esto es, la planeación, la selección del contratista, la celebración, ejecución, modificación, terminación y liquidación de los contratos.
Lo anterior no excluye la aplicación del derecho privado. De conformidad con el inciso primero del artículo 13 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales se rigen por las disposiciones civiles y comerciales pertinentes en aquellas materias que no hayan sido reguladas de manera especial por el estatuto. De igual forma, el mismo artículo contempla reglas particulares para la contratación internacional, permitiendo que determinados contratos celebrados o ejecutados en el exterior se sometan a la ley extranjera en los supuestos previstos por dicha disposición. Tales reglas hacen parte del propio Estatuto General de Contratación y no constituyen, por sí mismas, un régimen contractual excepcional.
(iii) Por otra parte, cuando una entidad estatal cuenta con un régimen contractual excepcional establecido por una disposición legal vigente, su actividad contractual se rige por dicho régimen especial, sin perjuicio de la aplicación de las normas de derecho público que resultan imperativas. En particular, el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 exige la observancia de los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal previstos en los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la contratación estatal y el cumplimiento de los deberes de publicidad de la actividad contractual mediante el SECOP.
Del mismo modo, los reglamentos o manuales internos de contratación no constituyen una fuente autónoma de regulación contractual y, por tanto, no pueden regular materias reservadas a la ley, tales como los requisitos de existencia y validez de los contratos, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, las sanciones, las restricciones de acceso a la administración de justicia o aquellas materias respecto de las cuales exista reserva legal. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los controles fiscales, disciplinarios y demás mecanismos de control aplicables a la gestión de recursos públicos.
(iv) En cuanto al Concepto 1578 del 18 de junio de 2004 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, esta Agencia no es competente para determinar el alcance jurídico de los pronunciamientos emitidos por otras autoridades ni para definir el sentido con el que fueron formuladas sus consideraciones. No obstante, se advierte que dicho concepto debe analizarse en el contexto del problema jurídico que motivó la consulta correspondiente y a partir de las normas vigentes aplicables al caso.
En todo caso, la determinación concreta del régimen contractual aplicable a una entidad específica corresponde a la propia entidad en ejercicio de sus competencias y, en caso de controversia, a las autoridades judiciales competentes. El presente concepto se limita a exponer criterios generales de interpretación normativa, en los términos del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver el problema jurídico planteado, esta Agencia considera necesario partir de la naturaleza jurídica del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores. El artículo 1 del Decreto Ley 20 de 1992, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias del literal d) del artículo 43 de la Ley 11 de 1991, dispone que:
“El Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores es una unidad administrativa especial del orden nacional, dotado de personería jurídica y patrimonio propio, adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores”.
Se trata, entonces, de una entidad pública del orden nacional, con personería jurídica, cuya función principal consiste en atender las necesidades del Ministerio y del servicio exterior mediante la adquisición, administración y disposición de bienes y servicios, así como la celebración de los actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus finalidades, según el artículo 2 del mismo Decreto.
Ahora bien, el artículo 6 ibidem, el cual se analizará más adelante, señala sobre el régimen jurídico de los actos y contratos que celebre el Fondo que estos se regirán por las normas del derecho privado, salvo los contratos de obra pública que se celebren en el país y de empréstito[footnoteRef:2], respecto de los cuales el propio legislador estableció reglas especiales. Esta disposición fue expedida el 3 de enero de 1992, cuando regía el Decreto Ley 222 de 1983. En ese contexto, el sometimiento general de la actividad contractual del Fondo al régimen de derecho privado era una excepción al estatuto contractual entonces vigente, que la propia norma dejaba a salvo para los contratos de obra pública celebrados en el país y de empréstito. En consecuencia, para determinar la vigencia actual de dicha norma resulta necesario examinar su relación con la Ley 80 de 1993, expedida posteriormente como Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. [2:  Decreto 020 de 1992. ARTÍCULO 6°. REGIMEN JURÍDICO DE ACTOS Y CONTRATOS. Los actos y contratos que celebre el Fondo se regirán por las normas del derecho privado, salvo los contratos de obra pública que se celebren en el país y de empréstito, que se regirán por las disposiciones del Decreto extraordinario 222 de 1983 y los actos de naturaleza administrativa que se regirán por el Código Contencioso Administrativo.] 

En ese sentido, el inciso final del artículo 150 de la Constitución Política atribuye al Congreso de la República la competencia para expedir el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y, en especial, de la administración nacional. Esta competencia se ejerció con la expedición de Ley 80 de 1993, cuyo artículo 1 señala que tiene por objeto disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. Por su parte, el literal b) del numeral 1 del artículo 2 de esa ley incluye expresamente a las unidades administrativas especiales dentro de la categoría de entidades estatales.
Esta Agencia ha precisado que las entidades estatales previstas en los literales a) y b) del numeral 1 de su artículo 2 están sometidas, en principio, al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y a las modalidades de selección previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, sin perjuicio de las excepciones que una disposición legal vigente establezca de manera expresa[footnoteRef:3]. De este modo, la regla general para cualquier entidad estatal es la aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, la excepción requiere una disposición legal vigente. [3:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-1003 del 2 de septiembre de 2025: “Ahora bien, para las entidades consagradas en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, sin perjuicio de las excepciones puntales a la aplicación del EGCAP, sus procesos de selección se rigen por el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007”. En el mismo sentido, Concepto C-1633 del 13 de noviembre de 2025.] 

(ii) En segundo término, conviene exponer los criterios generales aplicables para establecer si una norma anterior conserva su vigencia frente a una ley posterior. El artículo 3 de la Ley 153 de 1887 dispone:
“Estímase insubsistente una disposición legal por declaración expresa del legislador, ó por incompatibilidad con disposiciones especiales posteriores, ó por existir una ley nueva que regula íntegramente la materia á que la anterior disposición se refería”[footnoteRef:4]. [4:  Ley 153 de 1887, “Por la cual se adiciona y reforma los códigos nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 de 1887”, artículo 3. Su artículo 2 dispone, además, que la ley posterior prevalece sobre la ley anterior.] 

Estos criterios se aplican entre normas de igual jerarquía. Un decreto expedido con base en facultades extraordinarias tiene fuerza de ley, de modo que puede ser modificado o derogado por una ley posterior. Así las cosas, el análisis de vigencia exige, entonces, confrontar la norma anterior con la ley posterior y establecer si esta la derogó de manera expresa, si es incompatible con ella o si reguló íntegramente la materia.
Frente a la Ley 80 de 1993, son relevantes varias de sus disposiciones. Su artículo 1 señala que tiene por objeto disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. Su artículo 2 incluye a las unidades administrativas especiales dentro de esas entidades. Su artículo 80 dispuso:
“De la adecuación de estatutos. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de promulgación de la presente ley, las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para adecuar los estatutos de las entidades estatales a lo dispuesto en esta ley”.
Y su artículo 81 dispuso:
“De la derogatoria y de la vigencia. A partir de la vigencia de la presente ley, quedan derogados el Decreto ley 2248 de 1972; la Ley 19 de 1982; el Decreto ley 222 de 1983, excepción hecha de los artículos 108, 109, 110, 111, 112 y 113; el Decreto ley 591 de 1991, excepción hecha de los artículos 2o., 8o., 9o., 17 y 19; el Decreto ley 1684 de 1991; las normas sobre contratación del Decreto 700 de 1992, y los artículos 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 260, 261, 262, 263 y 264 del Código Contencioso Administrativo; así como las demás normas que le sean contrarias”.
El artículo 81 no menciona de manera expresa el Decreto Ley 20 de 1992. Por eso, el análisis no se agota en la derogatoria expresa. Debe establecerse si la regla del artículo 6 es contraria al estatuto, o si la Ley 80 de 1993 reguló íntegramente la materia a que esa regla se refería. Para ese efecto, el intérprete debe considerar que la Ley 80 se expidió como el estatuto general, en desarrollo del inciso final del artículo 150 de la Constitución Política, que incluyó a las unidades administrativas especiales y que ordenó adecuar a sus disposiciones los estatutos de las entidades estatales.
Podría sostenerse que la norma especial anterior prevalece sobre la general posterior. Sin embargo, ese criterio cede cuando la ley posterior regula íntegramente la materia, pues en tal caso el propio artículo 3 de la Ley 153 de 1887 prevé la insubsistencia de la disposición anterior. En criterio de esta Agencia, eso es lo que ocurre con la Ley 80 de 1993: reguló íntegramente el régimen de los contratos de las entidades estatales. Por ello, una norma anterior que sustrae de manera general a una entidad comprendida en su artículo 2 del régimen contractual común es contraria al estatuto y queda comprendida en la derogatoria de “las demás normas que le sean contrarias”, salvo que una ley posterior haya establecido o reconocido de nuevo el régimen excepcional.
En consecuencia, para el caso que nos ocupa el análisis no se limita a establecer si el artículo 6 del Decreto Ley 20 de 1992 fue derogado expresamente, sino que exige determinar si la expedición de la Ley 80 de 1993 produjo su derogatoria tácita por incompatibilidad normativa o por regulación integral de la materia. Sobre el particular, el intérprete debe tener en cuenta dos circunstancias. La primera es que el artículo 6 remitía los contratos de obra pública y de empréstito al Decreto Ley 222 de 1983, que el artículo 81 de la Ley 80 derogó de manera expresa. La segunda es que el Decreto Legislativo 537 de 2020 adicionó un parágrafo al artículo 2 del Decreto Ley 20 de 1992, con el siguiente texto:
“Contratos del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores. Durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, con ocasión de la pandemia derivada del Coronavirus COVID-19, autorícese al Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores, para celebrar convenios interadministrativos internos y contratos que tengan como propósito adquirir de las entidades públicas extranjeras, empresas privadas extranjeras o de otras organizaciones o personas extranjeras, bienes y servicios necesarios para mitigar la pandemia y sus efectos, sin aplicar la Ley 80 de 1993”[footnoteRef:5]. [5:  Decreto Legislativo 537 de 2020, artículo 10, que adicionó un parágrafo al artículo 2 del Decreto Ley 20 de 1992.] 

Esta disposición autorizó de manera temporal y para cierto tipo de contratos la no aplicación de la Ley 80 de 1993. En términos generales, cuando el legislador debe autorizar expresamente a una entidad para contratar sin aplicar la Ley 80 de 1993, esa autorización supone que el estatuto le resulta aplicable en condiciones ordinarias. Es, por tanto, un indicio relevante al examinar el régimen contractual de la entidad.
Se reitera que la aplicación de estos criterios a una entidad determinada corresponde a ella, en ejercicio de su competencia. La declaración definitiva sobre la vigencia o la derogatoria tácita de una norma corresponde a las autoridades judiciales. Esta Agencia expone su interpretación de las normas generales, con el alcance del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011.
(iii) En tercer término, el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 se refiere a “Las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”. Por consiguiente, la existencia de un régimen excepcional depende, por tanto, de una disposición legal vigente que lo establezca. Si esa disposición existe, la entidad aplica su régimen especial con el mínimo de derecho público del mismo artículo. Si no existe o no conserva su vigencia, la entidad se rige por el estatuto general.
Esta Agencia ha señalado que las entidades que cuentan con un régimen exceptuado pueden expedir manuales o reglamentos internos de contratación para desarrollar los procedimientos aplicables a su actividad contractual[footnoteRef:6]. Sin embargo, tales instrumentos no constituyen una fuente autónoma de excepcionalidad contractual ni pueden sustituir el fundamento legal que exige el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. [6:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-1633 del 13 de noviembre de 2025: “[…] las entidades estatales que, por disposición legal, cuentan con un régimen especial, exceptuado del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y normas complementarias– pueden expedir un reglamento interno de contratación –comúnmente denominado manual de contratación–, que regule aspectos asociados a la actividad contractual, como los procedimientos de selección, los requisitos de participación, las condiciones de ejecución del contrato, etc.”.] 

Por consiguiente, la referencia contenida en esta disposición a las entidades con régimen excepcional no crea por sí misma un régimen especial, sino que presupone la existencia previa de una norma legal vigente que lo establezca.
(iv) En cuarto término, cuando una entidad estatal se encuentra sometida al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, debe observar las disposiciones contenidas en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, así como sus normas reglamentarias, en todas las etapas de la actividad contractual.
Así, durante la etapa de planeación resultan aplicables, entre otros, los deberes relacionados con los estudios y documentos previos, el análisis del sector y el plan anual de adquisiciones. En la fase de selección deben observarse las modalidades previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, teniendo la licitación pública carácter general. Durante la ejecución resultan aplicables las disposiciones sobre garantías, supervisión, modificación contractual y, cuando proceda, las cláusulas excepcionales. Finalmente, la terminación y liquidación se sujetan a las reglas previstas en la Ley 80 de 1993 y en la Ley 1150 de 2007.
Lo anterior no excluye la aplicación del derecho privado. En efecto, el artículo 13 de la Ley 80 de 1993 establece que los contratos estatales se regirán por las disposiciones civiles y comerciales pertinentes en aquellas materias que no hayan sido reguladas especialmente por el estatuto. En consecuencia, el derecho privado opera como fuente normativa complementaria dentro del propio sistema de contratación estatal.
(v) En quinto término, frente a la pregunta sobre el Concepto 1578 del 18 de junio de 2004 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, se precisa que no corresponde a esta Agencia fijar el alcance de los pronunciamientos de otra autoridad, ni determinar si una afirmación contenida en ellos se refería al régimen integral de una entidad o solo a la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. Esa labor excede la competencia consultiva de esta Agencia, que se limita a la interpretación de normas generales.
No obstante, resulta pertinente señalar que dicho concepto fue emitido para resolver una consulta relacionada con la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto en la Ley 80 de 1993. Por tal razón, sus consideraciones deben analizarse dentro del contexto específico del problema jurídico sometido al conocimiento de la Sala y no de manera aislada respecto de las circunstancias que motivaron la consulta.
En todo caso, el régimen contractual aplicable a una entidad estatal debe determinarse a partir del análisis de las disposiciones legales vigentes y no únicamente de las consideraciones formuladas en un pronunciamiento consultivo.
(vi) En sexto término, respecto de las normas de derecho público aplicables a las entidades con régimen excepcional, el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, adicionado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, establece un conjunto de disposiciones imperativas de derecho público que deben ser observadas en el desarrollo de su actividad contractual. En particular, dichas entidades deben aplicar los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, sujetarse al régimen legal de inhabilidades e incompatibilidades y garantizar la publicidad de su actividad contractual mediante la publicación de la información correspondiente en el SECOP.
Sobre el particular, dispone:
“Las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal.
En desarrollo de los anteriores principios, deberán publicar los documentos relacionados con su actividad contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP II) o la plataforma transaccional que haga sus veces”.
Esta Agencia ha explicado que esta disposición significó un “retorno del derecho administrativo” para las entidades exceptuadas, y que su manual de contratación no puede regular materias reservadas al legislador, como los requisitos de existencia y validez del contrato, las sanciones y los procedimientos para imponerlas, las causales de inhabilidad e incompatibilidad, el principio de anualidad del gasto y las restricciones al acceso a la administración de justicia[footnoteRef:7]. A ello se suma el control fiscal, que para el Fondo Rotatorio prevé el artículo 7 del Decreto Ley 20 de 1992. [7:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-1633 del 13 de noviembre de 2025: “El hecho de que algunas entidades estatales se rijan por el derecho privado en materia contractual no puede entenderse como una negación de lo que establece el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. Este enunciado normativo significó un ‘retorno del derecho administrativo’ para las entidades excluidas, al reiterar que deben cumplir los principios constitucionales de la función administrativa y de la gestión fiscal, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal; y ahora también publicar su actividad contractual en el SECOP II, de conformidad con el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022”.] 

Estas reglas constituyen el mínimo de derecho público aplicable a cualquier entidad estatal con régimen exceptuado. Una entidad sometida al estatuto general también las observa, pues hacen parte de ese estatuto o de las normas que lo complementan.
(vii) En conclusión, frente al primer problema jurídico, esta Agencia considera que la determinación acerca de si el artículo 6 del Decreto Ley 20 de 1992 conserva vigencia exige analizar su compatibilidad con la Ley 80 de 1993, a la luz de las reglas de derogatoria previstas en la Ley 153 de 1887. En tal sentido, la inclusión de las unidades administrativas especiales dentro del ámbito de aplicación de la Ley 80, el mandato de adecuación contenido en su artículo 80 y la cláusula derogatoria prevista en su artículo 81 constituyen elementos normativos relevantes para sostener que la contratación del Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores se encuentra sometida al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sin perjuicio de las particularidades previstas por el propio ordenamiento para la contratación internacional.
Frente al segundo problema jurídico, las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación deben aplicar las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, así como el Decreto 1082 de 2015 y las demás normas que las desarrollan, durante todas las etapas de la actividad contractual. Por su parte, las entidades que cuenten con un régimen contractual excepcional establecido por una disposición legal vigente deberán aplicar dicho régimen conjuntamente con los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, los deberes de publicidad en SECOP y las demás normas de derecho público de carácter imperativo.
Frente al alcance del Concepto 1578 de 2004, se precisa que las consideraciones contenidas en dicho pronunciamiento deben examinarse en el contexto del problema jurídico específico que dio lugar a la consulta, relacionado con la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto en la Ley 80 de 1993, sin que corresponda a esta Agencia efectuar una interpretación definitiva de su alcance.
Finalmente, corresponde a cada entidad estatal determinar, en ejercicio de sus competencias, la aplicación de las normas pertinentes a su actividad contractual y, en última instancia, a las autoridades judiciales resolver las controversias relacionadas con la vigencia, interpretación o alcance de disposiciones específicas. El presente concepto se emite con el alcance previsto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011 y constituye un criterio general de interpretación jurídica que no es de obligatorio cumplimiento ni ejecución.
Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 150, 209 y 267.
· Ley 153 de 1887. Artículos 2 y 3.
· Ley 11 de 1991. Artículo 43, literal d).
· Ley 80 de 1993. Artículos 1, 2, 13, 60, 80 y 81.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 2, 11 y 13.
· Ley 1437 de 2011. Artículo 28.
· Ley 2195 de 2022. Artículo 53.
· Decreto Ley 222 de 1983.
· Decreto Ley 20 de 1992. Artículos 1, 2, 6 y 7.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numeral 5, y artículo 11, numeral 8.
· Decreto Legislativo 537 de 2020. Artículo 10.
· Decreto 1082 de 2015.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.
· Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 1578 del 18 de junio de 2004.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido al ámbito de aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y a las normas de derecho público aplicables a las entidades con régimen exceptuado en los Conceptos C-1003 del 2 de septiembre de 2025 y C-1633 del 13 de noviembre de 2025. Estos y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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